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• En cuanto al Acta del Consejo de Administración (…) según me ha 
informado la Abogacía del Estado, no es posible enviarte ni el fragmento 
del Acta, ni el Informe que pides, de acuerdo con lo que dispone la Ley 
19/2013 de Transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno. 

• Con estos razonamientos, que tengas por seguro que podrás acceder a 
toda la documentación que necesites para desarrollar tus funciones, junto 
con todas estas iniciativas que te estoy haciendo llegar durante estos días. 

 
3. A la vista de la contestación recibida,  presentó 

Reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, el 30 de 
noviembre de 2016, al amparo de lo previsto en el artículo 24 de la LTAIBG, en la 
que manifestaba lo siguiente: 

 
• Un Acta del Consejo de Administración es un documento de la APB, que 

no está comprendido en ninguno de los supuestos del art. 14 y 15 de la 
Ley 19/2013. Es más, dichas actas deberían publicarse en el portal de la 
Autoridad Portuaria, y ser de libre acceso a cualquier persona. 

• En este caso, además de como ciudadano, reúno la condición de 
interesado, puesto que pido una información que afecta directamente a mi 
persona. Y en relación además a un procedimiento referido al 
cumplimiento de una sentencia de acoso laboral y vulneración de derechos 
fundamentales. 

• Por otra parte, en referencia al Informe que solicité, igualmente, además de 
cómo ciudadano, lo solicitaba en mi condición de interesado, puesto que 
había preparado su petición como Secretario de la Mesa y en la actualidad 
soy el Presidente de dichas Mesas. Y lo más insólito, en una contestación 
sin motivar, como prescribe el art. 20 de la Ley 19/2013, o lo que resulta 
más inverosímil, denegando la información en base a la Ley 19/2013. 

• Incluso y aunque sea en base a otro fundamento, el Código Ético reciente 
de la APB, también lo incumplen. Así, por ejemplo, en el Punto 2.1 Pautas 
de comportamiento de la APB en la relación con sus empleados, dispone 
que: ... "Facilitaremos a los empleados la información necesaria para el 
desarrollo del trabajo encomendado y la integración en la organización". 
"Cuidaremos la colaboración y especialmente la comunicación 
interdepartamental, compartiendo la información necesaria para conseguir 
los objetivos comunes”... 

• Por lo expuesto, solicito al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 
que tenga por presentada reclamación potestativa previa a las vías 
jurisdiccionales y, previos los trámites de rigor, dicte resolución por la que 
se me reconozca el derecho a recibir la información solicitada. 

 
4. El 2 de diciembre de 2016, este Consejo de Transparencia procedió a remitir la 

documentación obrante en el expediente a la Unidad de Información de 
Transparencia del MINISTERIO DE FOMENTO para que se formularan las 
alegaciones oportunas. La AUTORIDAD PORTUARIA DE BALEARES, adscrita a 
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afecta a la confidencialidad y secreto que se exigen al proceso y 
decisiones del Consejo de Administración de la APB.  

• A mayor abundamiento, el apartado f) del mismo precepto contempla 
igualmente una limitación para garantizar la tutela judicial efectiva e 
igualdad de partes en el proceso en lo que a dicho acceso se refiere, 
supuesto éste que acontece en el presente caso pues el solicitante de las 
actas del Consejo tiene planteados varias actuaciones administrativas y 
procesales frente a la APB. Este supuesto igualmente se aplicaría al 
Informe que solicita.  

• Puesto que si el Reclamante pudiera obtener toda esta información fuera 
del proceso, sin solicitarlo en sede judicial, siendo en dicha sede que se 
decidiera o no el acceso a dicha información, se estaría quebrando el 
principio de la igualdad de armas en el pleito, que el antedicho apartado f) 
del art. 14 de la Ley de Transparencia establece como uno de los límites al 
derecho a la información.  

• Asimismo, y dado que dentro de la información que figura en las actas del 
Consejo de Administración, a las que se pretende acceder, figurarían 
intervenciones de la Abogacía del Estado en relación a cuestiones de la 
defensa jurídica de la Autoridad Portuaria de Baleares frente a las 
demandas interpuestas, debe recordarse igualmente el secreto profesional 
que como abogados es obligado salvaguardar, tanto en lo relativo a las 
actas, como en lo relativo al Informe que menciona en su email, y que 
encajarían ambos, en la limitación que el apartado j) “ secreto profesional” 
recoge. En el caso concreto de los Abogados del Estado dicho deber de 
secreto se establece en la Instrucción 3/2006 de la Abogacía General del 
Estado de normas deontológicas de los Abogados del Estado en funciones 
de asistencia jurídica. Dicho deber de reserva se exige igualmente a todos 
los empleados públicos (Ley 7/12 Estatuto de los Empleados Públicos. Art. 
53.12).  

• El procedimiento sobre el que solicita información es un procedimiento que 
se tramita en el seno de la Autoridad Portuaria de Baleares y al que podrá 
acceder dentro de sus competencias y no por el hecho de ser ciudadano, 
por cuanto se trata de un Informe de un expediente no finalizado y que 
está siendo objeto de tramitación, cuyo acceso está por tanto restringido a 
los interesados, de conformidad con lo previsto en la Ley 30/1992 de 
RJAPPAC, y actualmente Ley 39/2015 del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, pero en el que tampoco se le 
podría entender la condición de interesado, puesto que la resolución que 
se dicte sobre el mismo no afecta de ninguna manera a sus derechos e 
intereses legítimos, no cumpliendo ninguno de los requisitos para tener la 
condición de interesado recogidos en art. 4 de la antedicha Ley 39/2015.  

• Por todo ello, solicito se dicte resolución por la que se desestime la 
reclamación potestativa previa a la vía jurisdiccional, entendiendo 
adecuada a derecho la actuación llevada a cabo por esta Autoridad 
Portuaria en base a los informes anteriormente mencionados emitidos 
sobre la cuestión planteada por la Asesoría Jurídica de Puertos del Estado 
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En el caso que nos ocupa, se trata de conocer el contenido de la respuesta 
proporcionada por la Abogacía del Estado a una consulta formulada por la 
Dirección General de Salud Pública, Calidad e Innovación respecto de la 
interpretación del Real Decreto 830/2010 de 25 de junio, por el que se establece 
la normativa reguladora de la capacitación para realizar tratamientos con biocidas. 
(…) 
Debe tenerse en cuenta, especialmente, lo dispuesto en el criterio antes trascrito 
en el sentido en el que tendría la naturaleza de información auxiliar o de apoyo los 
informes no preceptivos y que no sean incorporados como motivación de una 
decisión final. Entiende este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno que es 
esta relevancia en la posición finalmente adoptada por el órgano de la información 
cuya naturaleza auxiliar o de apoyo se analiza- en este caso se trataría de la 
interpretación mantenida por la mencionada Dirección General del Real Decreto 
indicado- la determinante a la hora de aplicar o no la causa de inadmisión prevista 
en el artículo 18.1 b) de la LTAIBG. 

 
4. En este punto, debe analizarse la respuesta proporcionada, mediante carta de 
30 octubre de 2015 que figura en el expediente, y que se entiende representa la 
postura oficial mantenida en lo relativo a la interpretación por la que se interesa la 
reclamante. Dicha comunicación indica expresamente que se elevaron sendas 
consultas al INCUAL y a la Abogacía del Estado del Ministerio cuya respuesta se 
alinea con la llevada a cabo por el INCUAL. Asimismo, y a modo de conclusión, 
aunque se proporciona la respuesta de INCUAL, se dan los criterios 
interpretativos derivados de las consultas realizadas. 

 
Aplicado este criterio al caso que nos ocupa, debe entenderse que la información 
solicitada y cuyo acceso se deniega supone la interpretación de las cláusulas de 
un convenio cuyo conocimiento compete a las partes firmantes del mismo. Y más 
aún, a nuestro juicio, cuando dicha postura es la base de la controversia sobre la 
interpretación de dicho convenio y, por lo tanto, puede producir efectos en el 
marco de su aplicación.  

 
Asimismo, debe tenerse en cuenta que, como se ha indicado, la interpretación 
contenida en los informes que se solicitan, ya ha sido mantenida por la Abogacía 
del Estado en situaciones similares que, con anterioridad, se han producido 
afectando a otras Comunidades de Regantes.  Esta circunstancia, que no supone 
más que avalar la postura mantenida ahora por SEIASA, resulta también 
relevante, a nuestro juicio, a la hora de aportar seguridad jurídica a la Comunidad 
de Regantes al objeto de que ésta pueda comprobar que, ante situaciones 
similares, la respuesta dada por el organismo público es también similar o, en su 
caso, poder argumentar las circunstancias que se aplicarían a su caso concreto al 
objeto de poder fundamentar que se requiere una respuesta distinta.  

 
En este punto, a juicio de este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, no se 
han aportado por SEIASA argumentos de peso que permitan cuestionar tal 
afirmación con vistas a salvaguardar eventuales perjuicios a  
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